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           San Luis Potosí, S.L.P., a treinta y uno de julio de dos mil veinte.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 1078/2019-3, promovido por ********** contra actos de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí y del Director General y Ejecutor de Pensiones del Estado; y,

R E S U L T A N D O
ÚNICO.- Mediante auto de veintidós de octubre de dos mil diecinueve, se tuvo por recibido el escrito signado por ********** quien promovió juicio contencioso administrativo en contra de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potos, y del Director General y Ejecutor de Pensiones del Estado, por la nulidad del siguiente acto: “La resolución emitida por la autoridad demandada el día 23 veintitrés de Agosto de 2019 dos mil diecinueve, a través de la cual me negó mi pensión por Jubilación, del 100% cien por ciento, por más de 28 veintiocho años laborados...”, manifestando que tuvo conocimiento del acto impugnado los días treinta de agosto y seis de septiembre de dos mil diecinueve; se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su derecho conviniera. Con auto de veintiuno de noviembre de dos mil diecinueve, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda y se ordenó correr traslado a la parte actora para que manifieste lo que a su derecho convenga; se proveyó sobre la admisión de las pruebas de las partes, fijándose fecha y hora para la audiencia final. La cual se verificó el once de diciembre de dos mil diecinueve, con asistencia de la parte actora, y de la delegada de la parte demandada; se hizo relación de constancias y, se acordó lo relativo a la objeción de pruebas; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales aportadas por las partes dada su propia naturaleza; en período de alegatos, se dio cuenta de los formulados por la parte actora, se certificó que no se formularon estos por la autoridad demandada; y se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia administrativa, suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La parte actora demostró su interés jurídico con el oficio de fecha 23 de agosto de 2019, emitido por el Director General de la Dirección de Pensiones del Estado, con el cual notifica a la actora el acuerdo dictado por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, que declara improcedente la solicitud formulada consistente en el otorgamiento de una Pensión por Jubilación por años de servicios; oficio que transcribe el acto impugnado, visible en fojas 23 a 26 de este expediente.
La personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, Director General y Secretario Ejecutor de la Dirección de Pensiones se encuentra acreditada en este Tribunal, pues el Director General de Pensiones del Estado acompañó copia certificada de su nombramiento, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, visibles en fojas 106 a 108 de este expediente.

En cuanto a la diversa demandada Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí, se advierte que en su representación comparecieron las Licenciadas ********** y ********** en su carácter de Apoderadas Generales para Pleitos y Cobranzas de la Dirección de Pensiones del Estado, acompañando copia certificada del poder otorgado a su favor, que obra en fojas 109 a 114 del sumario; mismo que fue objetado por la accionante, la cual señala que carece de vigencia, porque la copia certificada del nombramiento exhibido le fue otorgado por el actual Gobernador del Estado para el período del 26 de septiembre de 2015 al 25 de septiembre de 2021, deduciéndose que el poder cuestionado se expidió en la anterior administración y con base en diverso nombramiento en el período del 26 de septiembre de 2009 al 25 de septiembre de 2015.

No obstante dicha objeción, que posteriormente será materia de estudio, atentos a que la personalidad de las partes debe analizarse en cualquier momento por las Salas del Tribunal, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, tenemos que dicho instrumento no es suficiente para reconocer la personalidad que las personas apoderadas dijeron ostentar, en razón que de conformidad con el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, la representación de las autoridades corresponderá por regla general a las unidades administrativas encargadas de su defensa jurídica, según lo dispongan las normas jurídicas aplicables, de ahí que las comparecientes no cuentan con facultades de representación por parte de esta autoridad demandada.

Para una mejor comprensión se transcribe el artículo en comento, que literalmente dice:

“ARTÍCULO 220. La representación de las autoridades corresponderá por regla general a las unidades administrativas encargadas de su defensa jurídica, según lo dispongan las normas jurídicas aplicables. Podrán también, por medio de oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias con facultades para rendir pruebas y alegar. 

Cuando la personalidad de la autoridad conste en el Periódico Oficial del Estado, bastará que se indique la fecha de su publicación.

En los demás casos, la personalidad de la autoridad demandada, se acreditará con la copia certificada del nombramiento conferido.
[Énfasis añadido]

Resulta aplicable el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, con Registro 2006394, Localización: Décima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 6, Mayo de 2014, Tomo III, Materia(s): Administrativa, Tesis: II.3o.A. J/14 (10a.), Página: 1587, que dice: 
“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN EL ESTADO DE MÉXICO. UN APODERADO O MANDATARIO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO RELATIVO, MEDIANTE CONTRATO BASADO EN EL DERECHO CIVIL, NO PUEDE REPRESENTAR SUS INTERESES. La personalidad, y en especial la de autoridades públicas en el juicio contencioso administrativo en el Estado de México, es un aspecto de análisis oficioso y de orden público, durante todas sus etapas, sea que las partes lo aleguen o no; dicho tema es relevante, porque de éste depende la eficacia de la actividad procesal y la preclusión, lo que incide en la defensa de los actos públicos. En estas condiciones, lo regular en el juicio señalado, es que a éste acudan directamente las autoridades demandadas (al inicio, por lo menos, aunque posteriormente nombren autorizados en la medida que la norma lo permita), o bien, que comparezcan por conducto de las unidades administrativas encargadas de su defensa jurídica, aspecto que debe encontrarse regulado por las leyes, reglamentos o decretos y, en general, por la normativa aplicable. Por tanto, en la justicia administrativa -que enfrenta a administrados con la administración pública en una relación de derecho público regida por los principios de legalidad y seguridad jurídica- un apoderado o mandatario de la autoridad demandada, mediante contrato basado en el derecho civil, no puede representar sus intereses, dado que la representación pública basada en contratos resulta contraria a la seguridad jurídica que debe caracterizar al juicio administrativo, pues esa forma de representación permite cambios con relativa facilidad de los representantes en un proceso que es de derecho público, lo cual es inaceptable en las relaciones entre el Estado y los ciudadanos; de ahí que sean sólo las propias autoridades las que pueden acudir al juicio contencioso o los órganos encargados de su defensa jurídica, tal como se ha reconocido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las jurisprudencias 2a./J. 144/2010 y 2a./J. 48/2009, de aplicación analógica, publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, enero de 2011, página 1322, con el rubro: "REVISIÓN FISCAL. EL APODERADO GENERAL PARA PLEITOS Y COBRANZAS DEL INSTITUTO NACIONAL DE ANTROPOLOGÍA E HISTORIA CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER ESE RECURSO." y Tomo XXIX, mayo de 2009, página 262, con el rubro: "REVISIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 88 DE LA LEY DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. LOS APODERADOS DE LA AUTORIDAD CARECEN DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER DICHO RECURSO.", respectivamente...”

[Énfasis añadido]
En esa tesitura, con fundamento en el artículo 241 del Código Procesal de la materia, se hace efectivo el apercibimiento decretado a la autoridad demandada Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí, en el auto de fecha veintidós de octubre de dos mil diecinueve, y se le tiene por precluído su derecho para contestar la demanda y por contestando la misma en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario, en razón de que, como fue razonado, las personas apoderadas que comparecieron a dar contestación a la demanda no acreditaron tener facultades para hacerlo.
Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores y fedatarios públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
TERCERO.- La litis de la presente controversia, consiste en determinar la legalidad o ilegalidad del acuerdo emitido por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, en el que se declara improcedente la solicitud formulada consistente en el otorgamiento de una Pensión por Jubilación por años de servicios del 100% cien por ciento, al haber laborado y cotizado por más de 28 veintiocho años, el cual fue notificado a la demandante con el oficio de fecha 23 de agosto de 2019, signado por el Director General de la Dirección de Pensiones del Estado; documento que la parte actora exhibió, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.

CUARTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 7 a 19 de este sumario; argumentos que no se transcriben y se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal trascripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”
QUINTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente de resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURÍDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. ...”
En esa tesitura, se advierte que las demandadas opusieron las excepciones de falta de acción y de derecho, señalando que la disminución y/o reducción de la pensión que viene gozando la C. ********** y que constituye el acto reclamado se encuentra debidamente fundado y motivado y la actora se encuentra en la hipótesis prevista en la fracción VII del artículo 77 de la Ley de Pensiones vigente. Excepciones que resultan improcedentes e inatendibles, en razón de que el acto y la persona que en ellas se señalan son ajenos a este juicio de nulidad; por lo que en consecuencia, la actora no se encuentra en la hipótesis prevista el artículo 77 fracción VII del citado ordenamiento legal.

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.
En ese sentido, como se dijo anteriormente, la parte actora mediante escrito de fecha 09 de diciembre de 2019, en el cual contesta la vista que se le dio por auto de veintiuno de noviembre del mismo año, objetó entre otras cuestiones, el Poder General para Pleitos y Cobranzas exhibido por las apoderadas jurídicas de la Dirección de Pensiones del Estado, señalando que el poder carece de vigencia, al haber sido otorgado por el Director de Pensiones que fue designado por el actual Gobernador Constitucional del Estado, para ocupar dicho cargo a partir del 26 de septiembre de 2015 y hasta el 25 de septiembre de 2021, como consta en la copia certificada del nombramiento que exhibió, por lo que con ese documento no se actualiza la facultad del Director de Pensiones para otorgar poderes; de lo que se deduce, que fue otorgado el Poder para Pleitos y Cobranzas, con base en el nombramiento expedido por el Titular del Poder Ejecutivo Estatal, para el periodo del 26 de septiembre de 2009 al 25 de septiembre de 2015.
Sin que le asista la razón a la demandante, pues si bien es cierto, el Director de Pensiones acreditó su personalidad ante este Tribunal, con la copia certificada del nombramiento que le fue expedido el 26 de septiembre de 2015, con vigencia para la presente Administración, también lo es que en la fecha en que el C.P. ********** otorgó el Poder General para Pleitos y Cobranzas a las comparecientes, ya se desempeñaba en el mismo cargo de Director General de Pensiones del Estado, al haber sido designado por el anterior Gobernador Constitucional; lo cual constituye un hecho notorio para esta Sala, que además consta en el documento en estudio; aunado a que, debe entenderse que el poderdante fue ratificado en el mismo cargo y, mientras el Poder no sea revocado, sigue vigente desde la fecha en que fue otorgado. 

Sin embargo, como se anticipó en párrafos precedentes, con el Poder de referencia las apoderadas jurídicas no acreditaron la personalidad con la que dijeron comparecer a este juicio, por las razones precisadas en el considerando Segundo de esta resolución, donde se tuvo a la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, por precluído su derecho para contestar la demanda y por contestando la misma en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que se deban estudiar de oficio; por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.
SEXTO.- Esta Sala Unitaria estima necesario precisar, que atendiendo al principio de exhaustividad de las sentencias, se tiene la obligación de examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos, que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, que se traduce en la obligación de analizar, en primer lugar, los motivos de disenso que lleven a una declaratoria de nulidad más benéfica para la actora, y solo en el evento de estimarlos infundados, se pronuncie sobre conceptos de impugnación que lleven a una declaratoria de nulidad para efectos. 

Sirve de sustento a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia visible en Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5, que a continuación se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional..- Contradicción de tesis 37/2003-PL. Entre las sustentadas por la Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 31 de agosto de 2004. Unanimidad de diez votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías.- El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy siete de febrero en curso, aprobó, con el número 3/2005, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de febrero de dos mil cinco.”

Precisado lo anterior, por ser de estudio preferente, se analizan los conceptos de impugnación Cuarto y Noveno, en forma conjunta por estar vinculados entre sí, en la parte donde se hace valer la prescripción de las facultades de la autoridad demandada para aplicar los artículos 53 y 54 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, y en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas y que obran en autos de este proceso.

Apoya lo antes dicho la Tesis de Jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, Registro 2011406, Décima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, Publicación: viernes 08 de abril de 2016 10:08 h, Materia(s): (Común), Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.), Pagina 2018, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso. ...”

Conceptos de impugnación que en la parte medular refieren:

“CUARTO.-…”.- “…considero, que feneció el término que pudiera haberle correspondido a la Dependencia demandada, para fundar un acuerdo con las normas que ahora pretende ilegal y arbitrariamente aplicar, cuando omitieron hacerlo oportunamente, porque era en ese preciso momento, donde se me debía haber notificado el criterio erróneo, improcedente e infundado que ahora intentan aprovechar para despojarme de mi jubilación al 100%...”.- “…La prescripción es un medio de adquirir derecho o liberarse de obligaciones por el transcurso del tiempo, conforme a las modalidades que fije la Ley y esta figura debe tener aplicación en todos los ámbitos y ramas del derecho.” 
“NOVENO.- …”.- “…era el momento procesal oportuno, de que mediante un acuerdo me hicieran saber el contenido de los artículos 53 y 54 de la Ley de Pensiones y patentizar el detrimento laboral y económico que sufriría si aceptaba que me reubicaran en mi fuente de trabajo…”.- “…Consecuentemente prescribió con todos sus efectos legales concernientes, por el sólo transcurso del tiempo el derecho que les pudiera corresponder a las demandadas de aplicar en el acuerdo rebatido, el ordinal 53 de la Ley de Pensiones… feneció el término que pudiera haberle correspondido a la Dependencia demandada, para fundar su acuerdo con las normas que ahora pretende ilegal y arbitrariamente aplicar, cuando omitieron hacerlo oportunamente…”
Conceptos de impugnación, que resultan infundados; en razón de que la aplicación de los artículos 53 y 54 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, no prescribe en los términos que refiere la parte actora, pues tales preceptos aplican en el momento en que se actualicen las hipótesis que establecen, sin que las autoridades demandadas estuvieran obligadas a darle a conocer su contenido en el momento en que solicitó la suspensión de la pensión por edad avanzada que le fue otorgada, siendo que la única obligación para aplicar una ley es su publicación en el Periódico Oficial del Estado, adecuándola al caso concreto mientras esté vigente. Lo anterior sin reconocer la legalidad o ilegalidad de la aplicación de los numerales en comento al caso concreto de la actora, pues esto será analizado más adelante. 

En esa tesitura, se entra al estudio del concepto de impugnación Primero, en la parte que se duele de violación a sus derechos de audiencia y debido proceso, asimismo se examina en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas y que obran en autos de este procedimiento, y que en la parte medular refieren:

“VIII.- CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN…”.- “PRIMERO.- El acto reclamado se impugna de Nulidad, por resultar infundado, improcedente, ilegal y violatorio de mis derechos humanos, sin motivación y falta de exhaustividad… omitió absolutamente analizar los documentos que la aquí actora le presenté, no se pronunció respecto a ninguna de ellas y maliciosamente excluyó estudiar la Constancia de Antigüedad por 28 años 03 tres meses 26 veintiséis días, que me expidió el Director General Ejecutor de la Dirección de Pensiones en el Estado… prueba fundamental… para acreditar mi derecho adquirido para que me otorgaran mi pensión de jubilación al 100% como lo establece el artículo 77 fracción II, de la Ley de Pensiones, por tal motivo vulnera a todas luces las normas del procedimiento y los principios fundamentales de los derechos humanos, consagrados en los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así también no dio cumplimiento a lo previsto en el ordinal 100 fracción I, de la Ley de Pensiones, por no cumplir con exactitud las disposiciones de ésta, al dictar la resolución combatida sin fundamentación aplicable y falto de total estudio a la solicitud de jubilación planteada…”.- “Es lesivo a gran escala para la suscrita, el criterio erróneo de la parte demandada, porque no solo me priva de mi derecho de obtener mi pensión por jubilación al 100% además me impide obtener la recategorización que me concedió… el Magistrado… Presidente del Supremo Tribunal de Justicia del Estado… prestación exclusivamente para jubilarse… al no obtener la jubilación al 100% el Poder Judicial tampoco me hace entrega de las prestaciones que me corresponden por jubilación por 28 años laborados.”.- “…Así las cosas, se viola en mi perjuicio lo establecido en los preceptos 60 y 61 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado…”.- “…lo acordado por la Junta Directiva se encuentra indebidamente fundado y sin motivación,… por carecer de adecuación al caso concreto... incumpliendo con las formalidades del procedimiento consistente en la garantía de audiencia establecida por el artículo 14 constitucional, que consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de defensa previamente al acto privativo... y su debido respeto impone a las autoridades, entre otras obligaciones, la de que en el juicio que se siga se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. Estas son las que resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación y que, de manera genérica, se traduce en los siguientes requisitos: 1) La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 3) La oportunidad de alegar; y 4) El dictado de una resolución que dirímalas cuestiones debatidas... no se cumplió con los artículos 14, 16, 17… de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. ...”
Del estudio y análisis del concepto de impugnación citado, esta Sala Unitaria determina que resulta fundado y suficiente, para decretar la ilegalidad y nulidad del acto impugnado, de acuerdo a lo siguiente:
En primer término, se debe precisar que el artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso a) de la Constitución Federal, reconoce las bases mínimas de seguridad social para los trabajadores al servicio de Estado, tales como el derecho humano a la previsión social, que obliga a establecer un sistema íntegro que otorgue tranquilidad y bienestar personal a los trabajadores y a su familia; principios éstos, entre los que se contempla el derecho al disfrute de una pensión por jubilación, cuya finalidad es garantizar que el trabajador que ha prestado sus servicios por determinado número de años, pueda retirarse de su trabajo, con la confianza de que tendrá derecho a recibir ese beneficio, el cual le permita vivir con dignidad la etapa más difícil de la vida humana.
Por tanto, es innegable el rango constitucional de la garantía de que se trata, la cual es tendente a procurar el mejoramiento del nivel de vida de los trabajadores y sus familiares, cuyas bases mínimas pueden ampliarse pero nunca restringirse. 

En el caso local, la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, prevé el derecho a la Pensión por jubilación por años de servicio y, por edad avanzada; la cual se encuentra regulada, en los artículos 4º fracciones I y II, 52 párrafo primero, 60, 61 fracción, 75, 77 y 78 párrafo primero, que establecen lo siguiente:

ARTICULO 4º. Los derechohabientes disfrutarán, en los casos y con los requisitos que esta Ley establece, de lo siguiente:”
“I. Pensión por jubilación, con base en los años de servicio en el desempeño de su empleo y a las cotizaciones correspondientes, cualquiera que sea su edad;
“II. Pensión por edad avanzada o por inhabilitación del trabajador;…”
“ARTICULO 52. El derecho a pensión nace cuando el trabajador o sus familiares se encuentran en los supuestos consignados en esta Ley, y satisfacen los requisitos que la misma señala. El derecho al pago de la pensión comienza:…”

“ARTICULO 60. Tienen derecho a la pensión por jubilación los trabajadores con treinta años o más de servicios, y las trabajadoras con veintiocho años o más de servicios, cualquiera que sea su edad, de la siguiente manera:…”
“ARTICULO 61. Se establecen las siguientes pensiones:”
“I. Pensión por jubilación: A la que tienen derecho los trabajadores con treinta años o más de servicios, y las trabajadoras con veintiocho años o más de servicios; en ambos casos, cualquiera que sea su edad con la cotización correspondiente:”
“II. Pensión por edad avanzada: Los trabajadores que cumplan los cincuenta y cinco años de edad y hubieren contribuido normalmente durante quince años como mínimo a un Fondo de Pensiones, por edad avanzada;

ARTICULO 75. El cómputo de los años de servicio se hará conforme al calendario por el simple transcurso del tiempo, sin agregarse nada por el desempeño simultáneo de varios empleos, sean éstos los que fueren, y tomándose en consideración sólo el tiempo de servicios efectivamente prestados o los que deban estimarse con arreglo a esta Ley.
“ARTICULO 77. El monto de las pensiones a los trabajadores se fijará como sigue:
“I. Las pensiones por edad avanzada y por invalidez, se compondrán de una cuantía básica y aumentos computados de acuerdo con el número de cotizaciones quincenales con que se justifique haber contribuido al fondo de pensiones por el derechohabiente, con posterioridad a los primeros quince años de contribución.”
“La cuantía básica y los aumentos de las pensiones por invalidez o edad avanzada, se pagarán por mensualidades vencidas y se calcularán tomando como base los siguientes factores:

“a) Los años durante los cuales el derechohabiente haya contribuido normalmente al fondo de pensiones, y”
“b) El cien por ciento del salario base promedio de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 78 de la presente Ley;”
“II. La aplicación de ambos factores se hará conforme a las disposiciones de la tabla siguiente:”
	                             HOMBRES                                                                 MUJERES

	Número de años de Contribución al fondo
	Cuantía quincenal de la Pensión en % del salario base
	Número de años de contribución al fondo 
	Cuantía quincenal de la pensión en % del salario base.


	De 10 a 14 años de Servicio

15

16

17

18

19 

20

21

22

23

24

25

26

27

28

29

30


	45%

50%

52.5%

55%

57.5%

60%

62.5%

65%

67.5%

70%

72.5%

75%

80%

85%

90%

95%

100%
	De 10 a 13 años de Servicio

14

15

16

17

18

19 

20

21

22

23

24

25

26

27

28


	45%

50%

52.5%

55%

57.5%

60%

62.5%

65%

67.5%

70%

75%

80%

85%

90%

95%

100%


“…III. Los derechohabientes de la Dirección de Pensiones que probaren haber prestado servicios a la administración pública estatal, o municipal en su caso, por treinta años los hombres y veintiocho las mujeres o más, y hubieren contribuido en igual forma al fondo de la Dirección de Pensiones, tendrán derecho a una pensión que se fijará de acuerdo a lo determinado en el primer párrafo del artículo 78 del presente ordenamiento;”

“ARTICULO 78. La cantidad que servirá para la determinación de las cuantías de las pensiones a que se refiere esta Ley, estará constituida por el monto del último salario base percibido por el trabajador y ésta será móvil...”

[Énfasis añadido]
Por lo que es claro que la seguridad social para los trabajadores al servicio del Estado incluye las pensiones por jubilación y por edad avanzada, cada una con los requisitos y condiciones para otorgarlas, las cuales no pueden ser restringidas sin justificación legal válida, pues hacerlo conllevaría a la privación del pensionado del derecho de subsistir dignamente en su retiro, cuando ha cumplido con el tiempo de servicio requerido para gozar de este derecho.
Ahora bien, del concepto de impugnación anteriormente transcrito, se advierte que la actora, se duele de violación a su derecho de audiencia, al no habérsele otorgado la oportunidad de tener una defensa previa a la emisión del acto impugnado, mediante un procedimiento en que se cumplan las formalidades esenciales del mismo, que resultan necesarias para garantizar la adecuada defensa antes de emitir el acto privativo de sus derechos, en el que se declara improcedente la pensión por jubilación del 100%, por haber cumplido más de 28 años laborados.
En ese sentido, se procede a analizar el acto impugnado visible en fojas 23 a 26 del sumario, que medularmente señala:
“…POR UNANIMIDAD DE VOTOS ESTA JUNTA DIRECTIVA ACUERDA:
 “PRIMERO. La solicitud presentada por la C… se acuerda por esta H. Junta Directiva con fundamento en lo dispuesto con el artículo (sic) 50, 100 y 106 de la Ley de Pensiones vigente.”

“SEGUNDO. En la solicitud recibida… la C…  pide el otorgamiento de una PENSIÓN POR JUBILACIÓN por haber cumplido en exceso el tiempo de 28 años laborados y exigidos para alcanzar ese beneficio.”

“Anexando a su solicitud la siguiente documentación: …”
“TERCERO. Los artículos 53, 54, 60 y 61 de la Ley de Pensiones vigente a la letra disponen: ...”

“CUARTO: A manera de antecedentes es importante señalar lo siguiente: 

A la C… en la sesión ordinaria de la H. JUNTA DIRECTIVA DE LA DIRECCIÓN DE PENSIONES DEL ESTADO de fecha 29 de mayo del 2018 le fue otorgada una PENSIÓN POR EDAD AVANZADA, en base a sus ********** años de servicio, con la categoría de JUEZ MENOR, fecha de inicio de la pensión ********** con porcentaje del ********** una edad de ********** años, pensión que quedó contenida en el oficio ********** de fecha **********…”
“…Posteriormente con fecha 08 de julio del 2011, la C… presentó escrito donde señala que fue reubicada como ********** y solicita se le hagan las retenciones de las cuotas de pensiones, señalándose que en virtud de la reinstalación de que fue objeto, a partir del ********** se le suspendió a la C… el pago de su pensión por edad avanzada de la que venía gozando desde...”
“…QUINTO: Toda vea que a la C… le fue otorgada por esta DIRECCIÓN DE PENSIONES DEL ESTADO una PENSIÓN POR EDAD AVANZADA de la cual disfrutó desde la fecha de inicio y que fue el ********** tal y como consta en el oficio ********** que contiene la patente de pensión y hasta el día ********** fecha en la que (sic) reinstalada, le es aplicable el contenido el artículo 53 de la Ley de Pensiones vigente arriba indicado, ya que la solicitante no puede renunciar a la pensión que le fue otorgada en este caso PENSIÓN POR EDAD AVANZADA, para obtener una nueva, ya que la pensión que le fue otorgada con anterioridad y que es una PENSIÓN POR EDAD AVANZADA está suspendida de conformidad con el referido artículo 53 de la Ley de Pensiones, tal y como la propia Lic… lo solicitó en su escrito de fecha 02 de marzo del 2009, por lo (sic) una vez que cause baje (sic) en el servicio podrá solicitar se le reactive el pago de la pensión POR EDAD AVANZADA otorgada mediante oficio ********** considerando que el pago de la pensión es incompatible con el pago de cualquier otra pensión concedida por la administración pública estatal, y municipal en su caso, y con el desempeño de cualquier cargo, empleo o comisión remunerados en la misma.”

“Además de que la C… no se encuentra en la hipótesis prevista por la primera parte del artículo 53 de la Ley de Pensiones vigente pues en primer lugar la solicitante no continúo en activo y en segundo lugar SI disfrutó de su pensión POR EDAD AVANZADA por más de TRES AÑOS, por lo que no puede renunciar a la misma y obtener otra de acuerdo con los descuentos realizados y el tiempo de servicio prestados con posterioridad.” 
“De igual forma los descuentos que le fueron practicados para el fondo de pensiones a partir del ********** fecha en que fue reinstalada le serán devueltos una vez que se reactive el pago de la pensión por edad avanzada.”
“SEXTO. De acuerdo a todo lo expuesto en los apartados anteriores, es que esta H. Junta Directiva de la DIRECCIÓN DE PENSIONES DEL ESTADO acuerda por unanimidad que es IMPROCEDENTE la solicitud de (sic) formulada por la C… con fecha 12 DE JUNIO DEL 2019 consistente en el otorgamiento de una pensión POR JUBILACIÓN, por lo que únicamente será procedente la reanudación de la pensión POR EDAD AVANZADA que le fue otorgada mediante oficio ********** de fecha ********** lo cual se llevará a cabo una vez que cause baja del servicio como trabajadora, así mismo los descuentos que le fueron practicados para el fondo de pensiones a partir del ********** fecha en la que fue reinstalada le podrán ser devueltos una vez que se le reactive el pago de su pensión por edad avanzada. …”
De lo que se advierte que la solicitud de la actora para obtener la pensión por jubilación se declaró improcedente, bajo el argumento de que con anterioridad se le había otorgado una pensión por edad avanzada que se encuentra suspendida, sin que pueda renunciar a ella para obtener una nueva; que únicamente será procedente la reanudación de la pensión por edad avanzada, por lo que cuando cause baja del servicio podrá solicitar se le reactive el pago de dicha pensión; y, que una vez que se reactive dicho pago le podrán ser devueltos los descuentos que le fueron practicados para el fondo de pensiones a partir de la fecha en que fue reinstalada, señalando que así lo establecen los numerales 53 y 54 de la Ley de Pensiones. 
En efecto, tenemos que la actora solicitó una pensión por jubilación por años de servicios de un 100% del sueldo base cotizado por haber cumplido con más de 28 años laborados, petición que las demandadas declararon improcedente por haberle otorgado anteriormente otra pensión por edad avanzada en un 65% por 20 años de servicio, señalando que ambas pensiones son incompatibles, por lo que solo procede la reanudación de la que fue suspendida. 
Al respecto, con fundamento en lo ordenado por el artículo 248 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria en suplencia de la queja deficiente y con base en la causa de pedir, advierte que la actora solicitó se le otorgue su pensión en un 100% del salario base cotizado al haber cotizado al fondo de pensiones por más de 28 años de servicio, aunque de manera inexacta lo peticionó por años de servicios cuando que lo correcto era adecuar, actualizar o incrementar, la que ya tiene otorgada y se encuentra vigente pero suspendida, al haber reingresado al servicio y volver a cotizar ante la Dirección de Pensiones del Estado; de acuerdo con lo previsto en el artículo 77 fracciones I y II de la Ley de Pensiones en consulta, que establece la aplicación de los factores que deberán tomarse en cuenta para otorgar y adecuar, aumentar o actualizar la pensión por edad avanzada, con base en la tabla correspondiente. Circunstancia no atendida por las demandadas, quienes según se advierte, aplicaron los numerales 53 y 54 de la Ley de Pensiones de manera aislada, sin hacer un estudio integral de los diversos artículos de la propia ley, aplicables a la pensión por edad avanzada; y sin aplicar la suplencia de la queja deficiente, ni respetar y observar los derechos humanos de la peticionaria, al tratarse de una persona que pertenece a un sector vulnerable.
Cabe destacar que en temas como el que nos ocupa, nuestro más alto Tribunal ha establecido la suplencia de la queja, y la interpretación de las normas relativas a derechos humanos de forma que favorezca ampliamente a determinados sectores de la población que pudieran estar en situación de desventaja o vulnerabilidad social, como son los jubilados o pensionados, estando todas las autoridades obligadas a proteger y garantizar esos derechos de acuerdo con los principios rectores en la materia, de acuerdo con el artículo 1° Constitucional; de ahí que, si la solicitante no expresó claramente lo que pedía, la autoridad demandada debió atender, revisar y valorar, qué es lo que se está solicitando y, con base en ello, resolver sobre la procedencia de la pensión que pudiera actualizarse, en el porcentaje que pudiera corresponderle y que pudiera generarle mayor beneficio, sin que la autoridad demandada haya cumplido con esto.
Resultan aplicables los criterios contenidos en las siguientes Tesis de Jurisprudencia:

Jurisprudencia del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 2008449, Localización: Décima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Libro 15, Febrero de 2015, Tomo III, Materia(s): Común, Tesis: I.3o.A. J/1 (10a.), Página: 2394, que dice: 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL AMPARO. OPERA EN FAVOR DE JUBILADOS Y PENSIONADOS, CONFORME AL MARCO DE DERECHOS HUMANOS PREVISTO EN EL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL Y AL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN VII, DE LA LEY DE LA MATERIA, VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013. El artículo 1o., segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos exige que las normas relativas a derechos humanos se interpreten de conformidad con la propia Norma Fundamental y con los tratados internacionales de los que México es parte, de forma que se favorezca ampliamente a las personas. En ese sentido, el legislador reformó el juicio de amparo con la intención de convertirlo en un mecanismo más eficaz para evitar o corregir los abusos del poder público que lesionan o vulneran los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución Federal, para beneficiar notoriamente a determinados sectores de la población que pudieran estar en situación de desventaja o vulnerabilidad social. De ahí que el artículo 79, fracción VII, de la Ley de Amparo, vigente a partir del 3 de abril de 2013, que autoriza la suplencia de la queja deficiente en favor de quienes por sus condiciones de pobreza o marginación se encuentren en clara desventaja social para su defensa en el juicio, opere respecto de jubilados y pensionados, derivado de la evidente desventaja económica y física que tienen para defenderse, por lo que no es dable otorgarles condiciones de igualdad dentro de un procedimiento judicial, pues sería injusto darles el mismo trato que a quienes poseen recursos económicos suficientes para defenderse por sí mismos, ya que por la carencia de éstos o la imposibilidad física para trasladarse no pueden autodefenderse o pagar una defensa adecuada, tomando en consideración que las cantidades que reciben por concepto de jubilación o pensión, en muchas ocasiones no corresponden al salario que percibían cuando laboraban....”

[Énfasis añadido]

Jurisprudencia del Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con Residencia en Morelia, Michoacán, Registro 2003773, Localización: Décima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 2, Materia(s): Común, Tesis: XI.5o. (III Región) J/7 (10a.), Página: 1599, que dice: 
“SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. PROCEDE EN FAVOR DEL TRABAJADOR PENSIONADO. De una interpretación amplia y razonable de la fracción IV del artículo 76 Bis de la Ley de Amparo, vigente hasta el 2 de abril de 2013, generada a través de un ejercicio argumentativo concatenado y sólido obligado por el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, integrado por el método de interpretación a partir de los principios (de interpretación conforme a la Constitución, de equidad y justicia distributiva y donde la ley no distingue el juzgador no debe distinguir), el teleológico, el de autoridad, el histórico evolutivo, el a fortiori y el de reductio ad absurdum, derivados de los criterios gramatical y funcional, se concluye que la suplencia de la queja deficiente obligada por la citada norma ordinaria, aplica en favor del trabajador pensionado. En efecto, al tratarse de un juicio en el que la litis se refiere a la cuantificación de la pensión de un trabajador retirado, -derecho humano de segunda generación- la interpretación conforme debe optimizarlo en su favor. Así, la equidad y justicia distributiva -que obligan a tratar igual a los iguales y desigual a los desiguales- permiten estimar que en la etapa de retiro, el trabajador pensionado sigue colocado en desventaja y desigualdad respecto de su contraparte -sea el patrón o una institución de seguridad social- por lo que debe, con mayor razón, seguir siendo sujeto del beneficio de la suplencia de la queja deficiente; asimismo, si el legislador no distinguió que sólo tratándose de trabajadores en activo procedía la suplencia de la queja deficiente, el juzgador no debe dar dicho alcance restrictivo a la norma; además, la finalidad de la disposición a la que se le da sentido, estriba en lograr que el trabajador tenga la misma oportunidad de defensa que su contraparte en el juicio de amparo; teleología que, en contradictorios sobre concesión o cuantificación de haberes pensionarios, subsiste en favor de los trabajadores pensionados, dado que su condición de desigualdad no desaparece por el solo hecho de serlo y entrar en una etapa en la que, incluso, sus condiciones físicas y económicas se ven mermadas. Además, en términos del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales "Protocolo de San Salvador" y del Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, el derecho de toda persona a disfrutar de una seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que le imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa, es un principio de equidad aplicable entre las partes contendientes en un juicio donde estén de por medio los derechos de la clase reconocida jurídicamente como más desfavorecida en esa relación, pues como así lo estimó la entonces Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo 6524/63, del que derivó la tesis de rubro: "SEGURO SOCIAL, LOS TRABAJADORES JUBILADOS GOZAN DE LOS BENEFICIOS DEL.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Sexta Época, Volumen LXXXII, Quinta Parte, página 31, es inexacto que la relación de trabajo concluya con la jubilación que se otorga a un trabajador; amén de que, históricamente, la suplencia de la queja deficiente en materia laboral permite determinar que opera en favor de los trabajadores en retiro en toda su amplitud, debido a que si tal institución opera en favor del trabajador en activo y de sus beneficiarios, con mayor razón debe aplicarse al pensionado, pues de no estimarlo así, se llegaría al absurdo de que sólo el trabajador activo es destinatario de ella y, en cambio, ya pensionado, sin fuerza física para desempeñar la labor y mermado en sus ingresos (pues la pensión no comprende todos los conceptos que se perciben en activo) y en su salud ya no es merecedor de ese beneficio; considerarlo de esa forma, iría contra los derechos humanos de dignidad y seguridad social de todo pensionado, así como del principio de progresividad previsto en el artículo 1o. de la Carta Magna.

[Énfasis añadido]

En tal virtud, al estar previstas ambas pensiones, por jubilación años de servicios y por edad avanzada, en los artículos 4º, 60, 61, 77 y 78 de la Ley de la materia, anteriormente transcritos; la autoridad demandada debió atender, valorar y resolver la cuestión efectivamente planteada, que en el caso se trata de la pensión a la que tiene derecho por haber prestado sus servicios y cotizado al fondo de pensiones por más de 28 años, supuesto contenido tanto para la pensión por jubilación por años de servicios, como para la pensión por edad avanzada y, en ambos casos, se establece que serán otorgadas en un 100% del salario base; y toda vez que a partir de la fecha en que la actora fue reubicada en su trabajo volvió a cotizar a la Dirección de Pensiones, debe analizarse si los años de servicio cotizados deben tomarse en cuenta para actualizar e incrementar el porcentaje del salario con el cual se reanudará la pensión por edad avanzada, adecuando en su caso, la pensión que le corresponda de acuerdo al tiempo en que prestó sus servicios y cotizó al fondo de pensiones, conforme a lo establecido en el artículo 77 fracciones I y II de la citada Ley de Pensiones y Prestaciones, incluida la tabla correspondiente y, tomando en cuenta que tal pensión se compone de una cuantía básica y aumentos; por lo que, de cumplirse todos los requisitos y condiciones establecidas en los artículos en estudio, la pensión que ya disfruta bien puede incrementarse hasta llegar al 100% solicitado por la demandante.
En consecuencia, al haber solicitado su pensión por jubilación en un 100% de su salario, por tener más de 28 años de servicio, la autoridad demandada debió advertir, que tratándose de la pensión por edad avanzada, el porcentaje que corresponde a las trabajadoras con más de 55 años de edad, que hayan cotizado al fondo de pensiones durante 28 años o más, es del 100% del último salario base cotizado; sin que el hecho de que la actora haya solicitado su pensión por jubilación por años de servicios y no la reanudación de la pensión por edad avanzada, con base en el porcentaje que le corresponda de acuerdo a los años de servicio cotizados, sea razón justificada para que no se estudiara su solicitud de acuerdo con lo que realmente peticionaba.
Por tanto, para resolver sobre la pensión que le corresponde recibir a la actora, conforme a la cuestión deducida efectivamente planteada; debe atenderse al tiempo de servicios que cotizó ante la Dirección de Pensiones del Estado, y estudiar su solicitud de acuerdo a esta cuestión, por ser ello, en su caso, lo que le otorga el derecho a recibir la pensión por edad avanzada en un porcentaje mayor al originalmente otorgado; pues de lo contrario, determinar que se está en las hipótesis previstas en los artículos 53 y 54 de la Ley de Pensiones del Estado, con la consiguiente renuncia de su derecho a pensionarse en los términos solicitados, ante la incompatibilidad de la que tiene autorizada en suspenso con la ahora peticionada, así como la reanudación de la pensión suspendida sin la actualización correspondiente, sólo con la devolución de las cuotas cotizadas hasta completar más de 28 años de servicio; resulta violatorio del derecho humano a la seguridad social, previsto por el artículo 123 Constitucional, Apartado B, fracción XI, inciso a); sobre todo, considerando que las pensiones no son inmutables, sino movibles o dinámicas y, por tanto, pueden incrementarse y nunca reducirse. 
Ahora bien, del examen general practicado a las constancias que integran el sumario, se advierte la existencia de una irregularidad procesal, pues la demandada, omitió realizar un procedimiento para resolver sobre la solicitud presentada por la hoy actora, en el que se le respetara su garantía de audiencia; ya que solo se limitó a declarar improcedente la solicitud, sin darle la oportunidad de ser oída en un procedimiento, en el que pudiera ofrecer pruebas, conocer y objetar las que se allegara la autoridad demandada, así como alegar lo que a su derecho conviniera. Procedimiento que es indispensable, para resolver si la actora tiene derecho a que se le reanude la pensión que se encuentra suspendida, actualizando e incrementando el porcentaje de la misma de acuerdo con la situación de la actora a la fecha de su solicitud, es decir, de acuerdo con los años de servicio que haya cotizado y el salario que corresponda en la fecha en que sea dada de baja del servicio, lo que debe resolverse mediante la realización de un procedimiento, en el que se atienda y valore el derecho de la actora respecto de actualizar e incrementar en un 100% del salario base, la pensión por edad avanzada que está suspendida, porcentaje que corresponde a las trabajadoras con más de 55 años de edad que hayan cotizado al fondo de pensiones durante 28 años o más, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 61 fracción II, 77 fracciones I y II, y 78 de la Ley de la materia; y en caso de considerarlo necesario, solicitar los documentos o allegarse de más elementos probatorios que le permitan emitir la resolución respectiva.
En consecuencia, como se ha venido señalando, la demandada debe observar lo dispuesto en los artículos 77 fracciones I y II, y 78 párrafo primero, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, que establecen la forma como se fijará el monto de las pensiones, los requisitos a cumplir para obtener una pensión por edad avanzada, consistentes en cumplir con una edad de 55 años y haber contribuido al fondo de pensiones al menos durante un período de 15 años; así como que, la pensión por edad avanzada se integra por una cuantía básica y sus aumentos, de acuerdo con el número de cotizaciones quincenales con que se justifique haber contribuido al fondo de pensiones con posterioridad a los primeros 15 años de contribución; que el cálculo de la cuantía básica, se calcula tomando como base, además del periodo de contribución, el 100% del último monto del salario base percibido; y que a las trabajadoras que hayan contribuido al fondo por 28 años o más, les corresponde como en este caso, una pensión por edad avanzada del 100% del salario base.
Bajo esa premisa, resulta claro que es ilegal la resolución impugnada, pues en efecto, previo a resolver sobre la pensión que correspondía a la actora, debió seguirse un procedimiento en el que se le diera la oportunidad de señalar si estaba conforme o no con la reactivación de la pensión en los términos que pretende la autoridad demandada, considerando que la antigüedad y cotizaciones ya no son las mismas que se tomaron en cuenta cuando la pensión por edad avanzada le fue otorgada.
Lo anterior es así, pues si bien es cierto que la demandante señala que solicitó la pensión por jubilación por años de servicios al haber cumplido en exceso el tiempo de 28 años de servicio cotizado, también lo es que dicha solicitud, no constituye una renuncia a la pensión que se encuentra suspendida, como se señala en el acto impugnado al decir que la actora no puede renunciar a esa pensión para obtener una nueva; pues como se dijo, lo que debe analizarse es la forma en que se debe reanudar y actualizar o incrementar la que está suspendida, de acuerdo con la antigüedad reconocida oficialmente y cotizaciones efectuadas que deben tomarse en cuenta para los efectos reseñados; debiendo la autoridad demandada, otorgar a la solicitante, la oportunidad de manifestar al respecto lo que a su derecho convenga y, a su vez, la propia demandada analizar y aplicar las disposiciones legales realmente aplicables al presente asunto, así como valorar las pruebas ofrecidas y allegadas al procedimiento, incluidas las diversas constancias del presente juicio, como es la constancia de 28 años expedida por el Director General de esa Institución; documento que consiste en el oficio ********** de fecha 18 de septiembre de 2018, mediante el cual se informa a la aquí actora, que cuenta con una antigüedad de 28 años, 03 meses, 26 días, de tiempo efectivamente trabajado y cotizado, comprendido a partir del 23 de mayo de 1990, fecha determinada por medio de cómputo de tiempo hasta el día de la emisión del oficio de referencia; con base en el cual, se advierte que la actora se ubica en el supuesto del artículo 77 fracciones I y II de la Ley de la materia, que se refiere a la aplicación de los factores, requisitos y condiciones inherentes a su petición, y a las disposiciones de la tabla contenida en este numeral, en la que se establece que por 28 años de contribución al fondo, la cuantía quincenal de la pensión que corresponde es del 100% del salario base.
En tal virtud, esta Sala Unitaria considera, que en el caso concreto del acuerdo emitido por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, de fecha 23 de agosto de 2019, antes de su emisión se debió respetar el derecho fundamental de previa audiencia, tutelado por el artículo 14 Constitucional, a efecto de que la actora, manifestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera pruebas, en su caso, objetara las de la autoridad, y expresara sus alegatos; sin que fuera impedimento para que se respetara ese derecho, el que la Ley de Pensiones en consulta no prevea un procedimiento con ese propósito, ya que el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, sí lo establece en su numeral 179, siendo obligatorio para la autoridad demandada instaurar el procedimiento respectivo, a fin de cumplir con el precepto constitucional antes citado, para que de esta manera determinara en su caso, si era procedente o no reactivar y actualizar la pensión por edad avanzada en un 100% del salario base, por haber cotizado la peticionaria al fondo de pensiones durante más de 28 años, respecto de los cuales manifiesta la actora, prestó sus servicios al Gobierno del Estado de manera efectiva.

En esa tesitura, se actualiza la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250 fracciones III y IV, del Código Procesal Administrativo para Estado de San Luis Potosí; toda vez que, no se cumplió con las formalidades del procedimiento, pues las demandadas no otorgaron a la actora el derecho fundamental de audiencia contenido en el artículo 14 Constitucional, previo a determinar la pensión que le correspondía, siendo que esta debió dictaminarse hasta en tanto se concluyera con el procedimiento que para ese efecto debió llevarse a cabo, en términos del numeral 179 del Código Procesal Administrativo para Estado de San Luis Potosí, circunstancia que afecta la defensa de la pensionista; aunado a que, los hechos se apreciaron en forma equivocada, dejándose de aplicar las disposiciones debidas, dada la naturaleza de la materia y la situación de vulnerabilidad de la actora; incumpliendo así la autoridad demandada, con el artículo 14 de la Constitución Federal, lo que resulta suficiente para decretar la ilegalidad del acto impugnado.

En ese tenor, es innecesario entrar al estudio de los demás conceptos de impugnación vertidos por la parte actora; pues se considera que aun cuando pudieran generar nulidad, no mejorarían los beneficios hasta ahora obtenidos.
Siendo aplicable el criterio emitido por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en el Semanario Judicial de la Federación, visible en la página 8, Tomo: Informe 1982, Parte II, tesis 3, Séptima Época, que a la letra dice: 
“CONCEPTOS DE VIOLACION, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS. Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de éstos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la Justicia Federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja.” 
En consecuencia, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado consistente en el acuerdo emitido por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, en el que se declara improcedente la solicitud formulada por la actora, consistente en el otorgamiento de una Pensión por jubilación del 100% cien por ciento, por más de 28 veintiocho años laborados, el cual fue notificado a la demandante con el oficio de fecha 23 de agosto de 2019 signado por el Director General de la Dirección de Pensiones del Estado; por lo que se decreta su NULIDAD TOTAL y se le deja sin efecto legal alguno.

En el entendido de que, subsiste la obligación legal para la autoridad demandada de emitir una nueva resolución en respuesta a la solicitud de la actora, previo desahogo del procedimiento respectivo; pues de otra manera se dejaría sin respuesta la referida solicitud, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En ese sentido, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el numeral 255 penúltimo párrafo, del propio ordenamiento legal, a fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos; en su oportunidad procesal, una vez que cause estado esta sentencia definitiva, las autoridades demandadas deberán efectuar lo siguiente:
1.- La autoridad demandada, con base en el escrito de solicitud de pensión por parte de la actora, recibido el 12 de junio de 2019, ante la Dirección de Pensiones del Estado; deberá realizar un procedimiento administrativo, en cumplimiento a las formalidades aplicables del artículo 14 Constitucional y del numeral 179 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en el que se atienda la solicitud de pensión de la actora, entendida como pensión por edad avanzada, quien manifiesta que cuenta con los elementos, requisitos y condiciones necesarios para el efecto pretendido, y con una antigüedad de más de 28 años efectivamente laborados para Gobierno del Estado; otorgándole su derecho de audiencia y debida defensa, para lo cual se deberán satisfacer los requisitos de darle a conocer el inicio de procedimiento, la oportunidad de ofrecer y objetar pruebas, y alegar o manifestar lo que su derecho convenga.
2.- Emitir una nueva resolución debidamente fundada y motivada, observando los razonamientos expuestos en esta sentencia y, además las probanzas que aporte la hoy actora en el procedimiento que se desahogue conforme a lo señalado en el punto que antecede, inclusive tomando en cuenta las diversas pruebas ofrecidas en este juicio de nulidad, consistentes en las documentales primera a décimo primera que obran a fojas 23 a 52 de este expediente; y en caso de considerarlo necesario, solicitar los documentos o allegarse de más elementos probatorios que le permitan emitir la resolución respectiva.

3.- Considerar en dicha resolución, los años de servicio que la actora cotizó ante la Dirección de Pensiones, y lo dispuesto en los artículos 77 fracciones I y II, y 78 de la Ley de Pensiones en consulta.
4.- En tanto se desahoga el procedimiento, otorgar a la actora la pensión por edad avanzada que viene percibiendo por 20 años de servicio en un 65% de su salario base y, de resolver procedente la solicitud de la misma en el procedimiento que se desahogue, actualizar o incrementar y pagar el porcentaje restante para completar el 100% requerido por la demandante, que se haya generado desde el mes de julio de 2019 en que fue dada de baja del servicio, y regularizar el pago de su pensión en el 100%.
Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a las autoridades demandadas, que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, y estando normalizadas las actividades de las mismas que fueron suspendidas por la pandemia del coronavirus COVID 19, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria y dichas circunstancias lo permitan, esta Tercera Sala Unitaria las prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, las requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan; debiendo informar a esta Sala Unitaria sobre su cumplimiento.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracciones III y IV, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia, la NULIDAD TOTAL del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia. 

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, hasta hoy día de la fecha en que lo permitieron las cargas de trabajo y por la suspensión de actividades jurisdiccionales decretada con motivo de la pandemia del Coronavirus (COVID 19), quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-

	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria
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